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«Laicismo en la enseñanza y progreso social son dos fórmulas indivisibles». Así termina Jaurès su intervención parlamentaria a favor de la enseñanza laica recogida primorosamente en este librito que, tan oportunamente, publica Trama editorial. Democracia política y democracia social son inseparables y el camino de una a la otra no es otro que la educación. Esa podría ser la síntesis de su pensamiento. Laicidad y razón son las dos columnas sobre las que se asienta el Estado moderno.

Ha pasado ya más de un siglo y tanto los artículos de Jaurès como el discurso ante la Asamblea Nacional, con los que nos regala el editor, parecen no de ayer sino de hoy mismo, del hoy mismo español.

El escenario y la trama siguen siendo idénticos, y los mismos los protagonistas del proceso: el Estado y la Iglesia católica, la enseñanza pública y la privada, la enseñanza laica y la enseñanza confesional, católica por más señas. Difícilmente se entendería la historia de Francia o de España durante los siglos XIX y XX sin tener en cuenta esta confrontación, siempre con la misma cuestión de telón de fondo: a quién de los dos contendientes le corresponde la competencia principal en materia educativa y a quién la subsidiaria.

La declaración de la enseñanza pública como obligatoria, gratuita y laica la haría por ley en 1882 Jules Ferry, ministro de Instrucción pública primero y presidente del Consejo de Ministros después, recogiendo ideas de Condorcet. En carta dirigida un año más tarde a todos los maestros para comprometerles con la aplicación de la nueva ley, hace una clarividente distinción entre instrucción religiosa e instrucción moral, atribuyendo a la Iglesia y a las familias la primera, y al Estado la segunda. Pero no consiguió poner fin o al menos suavizar la agria y enconada polémica sobre la enseñanza pública laica, como tampoco había conseguido amainar la posición vehemente, pero razonable y moderada, de Condorcet doscientos años antes con el «Rapport et projet de decret sur l’organisation général de l’instruction publique», que presentó a la Asamblea Nacional en 1792, en el que argumentaba con energía que una de las funciones de la educación era contribuir a hacer real la igualdad, así como la necesidad de que su contenido fueran valores que hicieran posible la convivencia. Una y otra vez se reavivan los rescoldos de las cenizas de la encendida discusión.

Dos son los puntos de fricción: la libre formación de la conciencia y la formación moral de los niños en la escuela. Según la Iglesia católica, el Estado es incompetente en ambas. La competencia es de las familias y, en última instancia, de la Iglesia. Ni el Estado, ni la Iglesia, ni las familias son propietarios de las conciencias de los niños. Su único dueño es Dios y, claro está, la Iglesia es la intérprete autorizada y la guardiana fiel de su voluntad. Jaurès descubre la hábil estrategia.

Sorprende la nitidez y actualidad de su pensamiento en estos dos temas: 1) la prioridad del derecho del niño a la educación sobre las libertades de enseñanza y la consecuente subordinación de la segunda al primero, y 2) la concepción de la educación como ayuda y guía del niño para articular una visión propia, tanto de sí mismo como de su entorno, para que, verdadero protagonista de su propia historia, forme libremente su conciencia en la libertad y para la libertad.

Jaurès denuncia con energía cuál es en ese momento –y avizora cuál va a ser en el próximo futuro– el arma esgrimida por la Iglesia católica contra la enseñanza laica: la neutralidad. Porque la neutralidad para ella, en ese momento, no es más que oquedad y vacío axiológico. Entiende la neutralidad como indiferencia ante el mundo de los valores. Si la enseñanza pública es neutral como imperativo de la laicidad, es una enseñanza ayuna de valores. La enseñanza sólo es verdaderamente neutral si lo es en relación con los valores y si, por tanto, se abstiene de enseñar moral. La moral y el universo de los valores están indisolublemente unidos a la religión. Sin religión no hay moral posible. La enseñanza no puede ser neutral. Así que la única enseñanza posible es la enseñanza confesional, por supuesto católica. La enseñanza laica es un sinsentido.

Jaurès no sólo pone al descubierto tal argumentación, sino que apunta algo en lo que insistirá en nuestros días Barbier, uno de los teóricos franceses de la laicidad más lúcidos y de ideas claras y distintas, para decirlo en términos cartesianos. El Estado laico también tiene valores que defender y ante los que no puede ser indiferente. La igualdad, la libertad, la justicia, el pluralismo, la dignidad humana y los derechos humanos, por ejemplo. Obligación suya es defenderlos, promocionarlos y enseñarlos a sus ciudadanos.

Jaurès es consciente, siquiera sea implícitamente, de la distinción entre valores comunes y diferenciales como contenido del pacto por la convivencia. La laicidad implica exquisita neutralidad con respecto a los diferenciales, siempre que no entren en contradicción con los comunes, pero no con respecto a estos últimos.

En un sorprendente alarde de capacidad de adaptación, la Iglesia católica hoy esgrime otro argumento apoyándose en el concepto de neutralidad de los defensores de la escuela pública. Es más, acepta que la escuela pública, no la privada, ha de ser laica y, por tanto, exquisitamente neutral. Neutralidad significa que el Estado y los poderes públicos ni se identifican con unos determinados valores, ni apoyan más a unos que a otros. Según ella, ignorando la distinción entre valores comunes y diferenciales, la formación de la conciencia de los niños y la enseñanza de la moral en la escuela pública entrañan inexorablemente la violación de esa neutralidad.

Ese es el argumento que esgrime en España la Conferencia Episcopal contra la incorporación al currículo de una asignatura sobre la educación para la ciudadanía democrática: incluye materias sobre lo uno y lo otro. El Estado invade campos que le están vedados, en los que únicamente son competentes las familias en virtud de un derecho que les reconoce la propia Constitución, del que la Iglesia se erige en defensora y guardiana. La hábil y sofista coartada que justifica su protagonismo no es ya Dios como último señor de las conciencias, sino el derecho constitucional de los padres.

La distinción entre valores comunes y valores diferenciales podría ahorrarnos peligrosas confusiones. De los primeros se destilan las normas de la moral pública que nuestro Tribunal Constitucional ha definido como «común ético, de una sociedad determinada, acogido por el derecho», que a todos obliga (art. 27.2); de los segundos, las morales particulares o privadas (art. 27.3), que obligan sólo a quienes las comparten, pero que el Estado no puede imponer, por más mayoritarias que sean, a todos sus ciudadanos. El principio jurídico de la tolerancia obliga a todos los ciudadanos a respetar los unos las de los otros, con tal de que no contradigan a la moral pública, pero el Estado ha de ser exquisitamente imparcial respecto a todas ellas, limitándose a ser el guardián de la moral pública y de la tolerancia. Según nuestro Tribunal Supremo, en caso de contradicción entre unos y otros valores como contenido de la educación, son los diferenciales los que hay que expulsar del sistema educativo. Así que el derecho de los padres, que se obligan a garantizar los poderes públicos, es derecho-libertad, no derecho-prestación. El compromiso del Estado no es enseñar los valores diferenciales de los padres, sino sólo garantizar su libertad de opción del tipo de enseñanza que mejor se acomode a esos valores.

Es de justicia la felicitación y agradecimiento a la editorial Trama por la oportunidad de esta publicación. Está en inminente peligro el consenso que alumbró el art. 27 de nuestra Constitución. ¿Dónde queda la prioridad del derecho a la educación sobre las libertades de enseñanza, en función de la libre formación de la conciencia del niño? ¿Dónde el ideal de la enseñanza pública laica como primer analogado al que ha de asemejarse la enseñanza privada y no a la inversa?

Porque el artículo 27, en el número 1, consagra el derecho a la educación y la libertad de enseñanza, pero ésta en segundo lugar, y este orden no puede quedar sin consecuencias para el intérprete. De otro lado, los números 5 y 8 atribuyen al Estado la competencia suprema y última en materia de educación, y el número 9 limita la posibilidad de ayuda financiera al cumplimiento de los requisitos que la ley establezca. ¿Es ir demasiado lejos concluir que el público es el modelo ideal de toda enseñanza, también de la privada?

Gracias también al traductor por el mimo con el que ha realizado su labor.

 

 

Dionisio Llamazares Fernández 

Director de la Cátedra Laicidad y Libertades Públicas

Universidad Carlos III de Madrid
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«La próxima gran batalla se librará en torno a la cuestión de la escuela laica». Con esta rotundidad se expresaba a comienzos de 1909 el gran Jean Jaurès, resumiendo su reflexión sobre las relaciones entre las dos grandes clases: la del trabajo y la justicia, frente a la de los privilegios. Cerraba así cuatro entregas a la Revue de l’enseignement primaire et primaire supérieur (Revista de la enseñanza primaria y primaria superior), dedicadas a plantear su posición en torno al tema de la neutralidad en la educación y el papel de los educadores, y la cuestión le parecía meridianamente clara: había que librar una gran batalla contra el partido clerical, que en aquella época en Francia, a pesar de la separación entre Estado e Iglesia, pretendía volver a tomar el control de la enseñanza popular.

Jean Jaurès, a punto de cumplir cincuenta años, estaba en plena forma, y tanto en la acción política –en el seno de las organizaciones políticas y sociales– como en el propio Parlamento se mostraba enérgico, convincente, directo y vehemente, curtido y experimentado tras numerosos y repetidos ejercicios a favor «de la reforma social y de la paz internacional».

Nacido en 1859 en Castres (departamento de Tarn) en el seno de una familia pequeño-burguesa venida a menos, destacó desde muy niño por sus extraordinarias dotes intelectuales; estudió becado en un ambiente progresista y racionalista, leyó a los clásicos y se formó en los valores democráticos. Descubierta su precocidad y gracias a la ayuda de una beca se trasladó a París, donde ingresó en la famosa Escuela Normal en la que se desenvolvió en un medio intelectual plenamente racionalista, el de fin de siglo francés. De inmediato se identificó con los valores del republicanismo inspirado en Léon Gambetta y Jules Ferry.

Con veintidós años alcanzó una plaza de profesor y pronto consiguió ejercer en el Instituto de Albi. A partir de 1883, enseñó filosofía durante dos cursos en la Universidad de Toulouse, mientras incubaba un creciente e irrefrenable interés por la política y la problemática social. Su carrera universitaria se trocó por la política, al verse comprometido a presentarse a las elecciones legislativas de 1885, en las que salió elegido diputado republicano por Tarn. Durante esta primera legislatura defendió un republicanismo difuso y sin ideas muy claras, frente a los «realistas reaccionarios» del momento, como él los llamó.

Al perder las siguientes elecciones, Jaurès aceptó un escaño en el Ayuntamiento de Toulouse en nombre de una plataforma radical y socialista; en ese entonces se dedicó a estudiar el socialismo alemán y se interesó por la evolución económica y social de su tiempo, con una clara y evidente inclinación a favor de las posiciones de izquierda. Las manifestaciones y la represalia tras las huelgas de petición de la jornada de ocho horas en Fourmies, lo llevaron a adoptar posiciones claramente socialistas aunque se mantuvo al margen de los grupos existentes al considerar que no representaban los intereses unitarios del proletariado. En 1893 ingresó en la recientemente creada Unión Socialista, abandonando la militancia en el republicanismo conservador.

Jaurès dedicó estos años a reflexionar y profundizar en las teorías dominantes sobre las relaciones entre capital y trabajo, interesándose por los problemas educativos y por la reforma del dogmatismo imperante en la enseñanza convencional. Esta es la época en que inició la redacción de su imponente Historia Socialista de la Revolución Francesa (1789-1900) en trece volúmenes, que se publicaría entre 1901 y 1908. Opuesto a las tesis marxistas de la dictadura del proletariado y antimilitarista convencido, en un artículo titulado «El ejército nuevo» defendió la idea de crear la formación de «el pueblo armado».

Convencido humanista, en 1904 aceptó la sugerencia de Léon Blum y fundó el periódico L’Humanité, dedicado a defender la emancipación social y cultural del proletariado. Su objetivo, según escribió en el primer número, consistía en «apoyar los esfuerzos de los integrantes del proletariado, ofreciéndoles la información necesaria que les permitiera comprender y juzgar los acontecimientos por sí mismos».

En 1905, en el congreso de Ámsterdam de la Internacional Socialista se logró la unificación de las diversas tendencias del socialismo francés y se decidió la creación de la SFIO (Sección Francesa de la Internacional Obrera) de la que Jaurès fue fundador. En 1909, tras largas y difíciles gestiones, logró que se reconocieran las pensiones a los trabajadores retirados. Fue en estos años, entre 1908 y 1909, cuando publicó en la Revue de l’enseignement primaire et primaire supérieur los cuatro artículos en los que reflexiona y propone soluciones a los problemas derivados de la ofensiva clerical y religiosa sobre la enseñanza laica y republicana en Francia.

Aun habiendo perdido el poder legal, de acuerdo con la Constitución republicana, la Iglesia católica conservaba un enorme poder social que Jaurès define como «la comunidad absoluta de los creyentes, la solidaridad de los intereses y su capacidad de movilización de las fuerzas económicas», lo que permitiría el dominio clientelar de las familias ricas de la burguesía. Con fina ironía, añade que la Iglesia se ofrecía al mismo tiempo «como guardiana de las puertas del cielo y protectora de los tesoros de la tierra».

Frente a los propósitos eclesiásticos había que dar la batalla en todas las direcciones, «agrupar a tantas fuerzas políticas y sociales que la reacción no se atreva a volver a atacar». Se trataba, en definitiva, de propiciar una profunda reforma democrática gracias a la cual el obrero pudiera interesarse a la vez por la república, la reforma social y la paz internacional.

El discurso de Jean Jaurès en la Cámara de los Diputados, en la sesión parlamentaria de los días 21 y 24 de enero de 1910, que se publica en primer lugar, es una pieza teórica y práctica de un interés fundamental en la que se debatió sobre la naturaleza, los condicionantes y las características de la educación pública, republicana, en Francia. Este discurso se puede considerar uno de los momentos de mayor altura política e intelectual de quien, violentamente arrebatado por los remolinos de las crisis y los estallidos de violencia y frenesí militarista de aquellos años, cayó acribillado por las balas asesinas de un fanático nacionalista el 31 de julio de 1914. Un día después, la Alemania del káiser Guillermo declaraba la guerra a la Rusia del zar Alejandro. Se iniciaba la catastrófica y sangrienta Primera Guerra Mundial.
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